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			TEMA 1

			
EL PROCESO: CONCEPTOS GENERALES. LAS CLASES DE PROCESOS EN EL ORDEN CIVIL. LOS PRINCIPIOS INFORMADORES DEL PROCESO CIVIL. GARANTÍAS CONSTITUCIONALES Y PROCESO CIVIL

			
I. EL PROCESO: CONCEPTO GENERALES

			— Dado que el estudio en profundidad de la institución del proceso es tradicionalmente en la literatura científica procesal materia objeto de estudio de la asignatura de Introducción al Derecho Procesal, hemos estimado, no obstante, una necesaria aunque breve referencia a algunos aspectos de aquella que puedan servir de prólogo al tratamiento de la materia propia del Derecho Procesal Civil que se llevará a cabo en el presente y subsiguientes temas de este manual.

			
1. CONCEPTO


			— El proceso se puede definir como un complejo de actividades que llevan a cabo el órgano jurisdiccional y las partes, encaminado al examen y actuación, en su caso, de las pretensiones que una de las partes intenta hacer valer frente a la otra.

			
2. ELEMENTOS DE LA ESTRUCTURA DEL PROCESO


			— Son inherentes a la estructura del proceso tres elementos: subjetivo, objetivo y funcional.

			2.1. Elemento subjetivo

			— Viene integrado, a su vez, por tres elementos: el órgano judicial, las partes procesales y los terceros.

			2.1.1. El órgano judicial

			— Dentro de él, hay que distinguir entre el órgano judicial en sentido estricto, el elemento colaborador del órgano judicial y otros cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia:

			1) Órgano judicial en sentido estricto se encuentra integrado por:

			a) Jueces y Magistrados.

			b) Letrados de la Administración de Justicia.

			c) Funcionarios al servicio de la Administración de Justicia: Cuerpo de Auxilio Judicial, Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa, y Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa.

			2) Elemento colaborador: Ministerio Fiscal, Abogados del Estado, Letrados de las Comunidades Autónomas, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

			3) Otros cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia: Cuerpos de Médicos Forenses, de Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, de Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses y de Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

			2.1.2. Las partes en los procesos civiles

			— Parte activa: demandante o actor.

			— Parte pasiva: demandado.

			2.1.3. Los terceros

			— Peritos, testigos, intérpretes, traductores, detectives privados, expertos.

			2.2. Elemento objetivo

			— El conflicto o controversia.

			2.3. Elemento funcional

			— El procedimiento.

			
3. EL PROCESO Y EL PROCEDIMIENTO


			— El proceso se refiere a la institución a través de la cual se satisfacen las pretensiones de las partes. Es un concepto abstracto o finalista.

			— El procedimiento es un concepto formal que se refiere a la serie de actos o trámites regulados por el Derecho Procesal.

			— Por eso, el proceso puede estar integrado por uno o varios procedimientos.

			
II. LAS CLASES DE PROCESOS EN EL ORDEN CIVIL

			
1. CLASIFICACIÓN POR EL OBJETO DEL PROCESO


			— En atención al criterio del objeto del proceso, se puede distinguir, en el orden civil, entre procesos declarativos, procesos de ejecución y procesos cautelares.

			1.1. Procesos declarativos

			— Tienen por objeto declarar la existencia o inexistencia de un derecho, de una relación jurídica o de un hecho.

			— Pueden ser: meramente declarativos, constitutivos o de condena:

			a) Meramente declarativos: tienen como objeto declarar la existencia o inexistencia de un derecho, de una relación jurídica o de un hecho.

			b) Constitutivos: tienen como objeto constituir o extinguir una relación jurídica antes inexistente o existente. Por ejemplo, los procesos de filiación, los procesos de divorcio, etc.

			c) De condena: tienen como objeto condenar al deudor al cumplimiento de una determinada prestación de dar, de hacer, o de no hacer alguna cosa.

			1.2. Procesos de ejecución

			— Para que se desarrolle un proceso de ejecución, previamente es necesario que haya recaído sentencia condenatoria en un proceso declarativo de condena.

			— Si el deudor condenado al cumplimiento de una prestación no cumple la condena voluntariamente, se le puede obligar forzosamente a hacerlo mediante la apertura de un proceso de ejecución.

			1.3. Procesos cautelares

			— Son aquellos que tienen por objeto la adopción de medidas de aseguramiento (medidas cautelares) para garantizar el cumplimiento de la sentencia condenatoria que recaiga en un proceso declarativo y, de ser necesario, en el proceso de ejecución posterior. La medida cautelar más frecuente es el embargo preventivo de bienes del deudor (tanto bienes muebles como inmuebles).

			
2. CLASIFICACIÓN POR LA PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN EL PROCESO


			— En atención al criterio de la pretensión que se deduce en el proceso, se puede distinguir entre:

			1) Procesos Ordinarios:

			a) Juicio ordinario.

			b) Juicio verbal.

			2) Modalidades del juicio ordinario y del juicio verbal, previstas en los artículos 249.1 y 250.1 LEC.

			3) Procesos civiles especiales (capacidad, filiación, matrimonio, menores, división de patrimonios, monitorio y cambiario).

			
III. LOS PRINCIPIOS INFORMADORES DEL PROCESO CIVIL

			— Para MONTERO AROCA los principios que informan el proceso y el procedimiento son «las ideas base de determinados conjuntos de normas, ideas que se deducen de la propia Ley aunque no estén expresamente formuladas en ella».

			— En concreto, los principios que informan el proceso civil son los principios de dualidad de partes, contradicción, audiencia, igualdad, dispositivo, aportación de parte, valoración de la prueba, oralidad y escritura, preclusión, inmediación, concentración, publicidad e impulso de oficio, a los que haremos referencia a continuación.

			
1. PRINCIPIO DE DUALIDAD DE PARTES, PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN Y PRINCIPIO DE AUDIENCIA


			— En todo proceso civil es necesario que existan dos partes contrapuestas: la del demandante que interpone la pretensión y la del demandado que puede oponerse a la pretensión.

			— Por eso, no se puede dictar sentencia sin previamente oír a las dos partes contrapuestas (audiatur ex altera pars).

			— Estos principios están reconocidos en el artículo 24 CE cuando proclama, de un lado, el derecho a no sufrir indefensión, y, de otro, el derecho a un proceso con todas las garantías, ya que una de estas garantías es la posibilidad de contradicción y audiencia.

			
2. PRINCIPIO DE IGUALDAD


			— El principio de contradicción se completa con el principio de igualdad, porque no es suficiente con que existan dos partes contrapuestas en el proceso, sino que es necesario que esa contradicción sea efectiva.

			— Para eso, es preciso que ambas partes (demandante y demandado) tengan las mismas posibilidades y cargas de alegación, prueba e impugnación.

			— Este principio está reconocido en los artículos 14 y 24 CE, el último de los cuales declara el derecho a un proceso con todas las garantías.

			
3. PRINCIPIO DISPOSITIVO


			— Propio y exclusivo del proceso civil, supone que las partes (demandante y demandado) tienen en exclusiva el poder de disposición sobre el derecho de acción y sobre el objeto del proceso, sobre la pretensión.

			— En el proceso civil se discuten derechos e intereses jurídicos de titularidad privada. Si respecto de estos derechos e intereses surge un conflicto, solo los afectados por este conflicto (quienes afirman ser titulares de esos derechos e intereses) pueden acudir a un órgano judicial a plantear ese conflicto y pedir que se resuelva. El Juez no puede iniciar un proceso civil si los afectados por el conflicto no se lo han pedido. De ahí que la Justicia civil sea una Justicia rogada, pedida por las partes (ne procedat iudex ex officio).

			— Las partes, plantearán los términos de la controversia (pretensión) delimitando así el objeto del proceso. El Juez no podrá decidir ni sobre menos, ni sobre más, ni sobre algo distinto de lo que las partes hayan planteado. Si resuelve sobre más, sobre menos o sobre algo distinto, su resolución incurrirá en incongruencia y puede ser recurrida por este motivo.

			— El artículo 19.1 LEC establece, al respecto, que «los litigantes estén facultados para disponer del objeto del juicio y podrán renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero».

			— En aplicación, asimismo, del principio dispositivo, el artículo 19.4 LEC permite a las partes «[...] solicitar la suspensión del proceso, que será acordada por el Secretario Judicial [Letrado de la Administración de Justicia] mediante decreto siempre que no perjudique al interés general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los sesenta días».

			
4. PRINCIPIO DE APORTACIÓN DE PARTE O DE CONTROVERSIA


			— Significa que corresponde a las partes la función de alegar y probar los hechos que constituyen el fundamento de sus respectivas pretensiones, y al Juez la función de valorar esos hechos aportados por las partes.

			— Sin embargo, el Juez no puede fundamentar sus resoluciones en hechos distintos a los aportados por las partes y debe aceptar como ciertos los hechos que las partes acepten como tales.

			
5. PRINCIPIO DE VALORACIÓN DE LA PRUEBA


			— Una vez practicadas las pruebas, el Juez tiene que resolver sobre la existencia o inexistencia, certeza o no de los hechos alegados por las partes, para lo cual ha de valorar las pruebas practicadas.

			— La LEC contempla dos sistemas de valoración de las pruebas:

			1) El sistema de valoración legal o tasada: conforme al cual el Juez valorará las pruebas practicadas de acuerdo con una serie de reglas previamente establecidas en la Ley (entendiéndose por tal la LEC).

			2) El sistema de libre valoración o de libre apreciación de las pruebas: conforme al cual el Juez valorará las pruebas practicadas de acuerdo con las máximas de experiencia que él mismo posee o que le son proporcionadas por personas técnicas (peritos) o expertas.

			
6. PRINCIPIO DE ORALIDAD Y PRINCIPIO DE ESCRITURA


			— El artículo 120 CE señala que «las actuaciones judiciales serán predominantemente orales, sobre todo en materia criminal, sin perjuicio de su documentación».

			— En el proceso civil la casi totalidad del proceso (especialmente en el caso del juicio verbal) se desarrolla de forma oral, aunque hay actuaciones escritas (entre otras, los escritos de demanda y contestación a la demanda).

			
7. PRINCIPIO DE PRECLUSIÓN


			— Para la realización de los actos procesales, las leyes procesales, señalan un momento determinado (término) o un periodo de tiempo determinado (plazo).

			— Los plazos y términos que señalan las leyes procesales para la realización de los actos procesales son plazos de caducidad, lo que quiere decir que, si no se realiza un acto procesal en el momento o en el período de tiempo establecido, caduca, y el trámite precluye.

			— Al respecto el artículo 134.1 LEC establece que «los plazos establecidos en esta Ley son improrrogables», lo que significa que, por regla general, no pueden prolongarse en el tiempo.

			— Sin embargo, el propio artículo 134.2 LEC añade que «podrán, no obstante, interrumpirse los plazos y demorarse los términos en caso de fuerza mayor que impida cumplirlos, reanudándose su cómputo en el momento en que hubiera cesado la causa determinante de la interrupción o demora. La concurrencia de fuerza mayor habrá de ser apreciada por el Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto, de oficio o a instancia de la parte que la sufrió, con audiencia de las demás. Contra este decreto podrá interponerse recurso de revisión que producirá efectos suspensivos».

			— Por su parte, el artículo 136 LEC establece que «transcurrido el plazo o pasado el término señalado para la realización de un acto procesal de parte se producirá la preclusión y se perderá la oportunidad de realizar el acto de que se trate. El Letrado de la Administración de Justicia dejará constancia del transcurso del plazo por medio de diligencia y acordará lo que proceda o dará cuenta al tribunal a fin de que dicte la resolución que corresponda».

			
8. PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN


			— Las actuaciones procesales deben realizarse en presencia del Juez o Magistrado, especialmente la práctica de las pruebas.

			— Al respecto, el artículo 137.1 LEC establece que «los Jueces y los Magistrados miembros del tribunal que esté conociendo de un asunto presenciarán las declaraciones de las partes y de testigos, los careos, las exposiciones, explicaciones y respuestas que hayan de ofrecer los peritos, así como la crítica oral de su dictamen y cualquier otro acto de prueba que […] deba llevarse a cabo contradictoria y públicamente».

			— Asimismo, el artículo 137.2 LEC establece que «las vistas y las comparecencias que tengan por objeto oír a las partes antes de dictar una resolución se celebrarán siempre ante el Juez o los Magistrados integrantes del tribunal que conozca del asunto». Ello será de aplicación «a los Letrados de la Administración de Justicia respecto de aquellas actuaciones que hayan de realizarse únicamente ante ellos».

			— La infracción de este principio, en los términos que establece la LEC, determina la nulidad de pleno derecho de la correspondiente actuación en la que, el principio de inmediación no hubiera sido respetado (art. 137.3 LEC).

			
9. PRINCIPIO DE CONCENTRACIÓN


			— Las leyes procesales exigen que las actuaciones procesales se realicen de forma concentrada en el menor tiempo posible.

			— Al respecto, el artículo 429.7 LEC establece, en cuanto al juicio ordinario, que «cuando, de manera excepcional y motivada, y por razón de las pruebas admitidas, fuese de prever que el juicio no podrá finalizar en una sola sesión dentro del día señalado, la citación lo expresará así, indicando si la sesión o sesiones ulteriores se llevarán a cabo en el día o días inmediatamente sucesivos o en otros, que se señalarán por el Letrado de la Administración de Justicia, con expresión en todo caso de la hora en que las sesiones del juicio hayan de dar comienzo».

			
10. PRINCIPIO DE PUBLICIDAD


			— El principio de publicidad posee diversos aspectos:

			A) Las actuaciones judiciales serán públicas, salvo en casos excepcionales en que se puede decretar el secreto de las actuaciones, total o parcialmente (art. 138 LEC):

			1) Las actuaciones de prueba, las vistas y las comparecencias cuyo objeto sea oír a las partes antes de dictar una resolución se practicarán en audiencia pública.

			2) Las actuaciones de prueba, las vistas y las comparecencias cuyo objeto sea oír a las partes antes de dictar una resolución podrán, no obstante, celebrarse a puerta cerrada en los siguientes supuestos:

			a) Cuando ello sea necesario para la protección del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática.

			b) Cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes y de otros derechos y libertades lo exijan.

			c) En la medida en la que el órgano judicial lo considere estrictamente necesario, cuando por la concurrencia de circunstancias especiales la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia.

			3) Antes de acordar la celebración a puerta cerrada de cualquier actuación, el Juez oirá a las partes que estuvieran presentes en el acto. La resolución adoptará la forma de auto. Este auto es irrecurrible. Sin embargo, se puede formular protesta y plantear la cuestión en el recurso procedente contra la sentencia definitiva.

			4) Los Letrados de la Administración de Justicia podrán adoptar mediante decreto la misma medida de celebración a puerta cerrada de aquellas actuaciones procesales que deban practicarse en materias de su exclusiva competencia. Frente a este decreto cabe recurso de reposición.

			B) Las deliberaciones de los órganos judiciales colegiados son secretas. También será secreto el resultado de las votaciones de los órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto por la LEC sobre publicidad de los votos particulares (art. 139 LEC).

			C) Por último, los artículos 140, 141 y 141 bis LEC se refieren al principio de publicidad en relación con la información sobre las actuaciones procesales y el acceso a libros, archivos y registros judiciales:

			1) Los Letrados de la Administración de Justicia y los funcionarios competentes de la Oficina judicial facilitarán a cualquier persona que acrediten un interés legítimo y directo cuanta información solicite sobre el estado de las actuaciones judiciales, que podrá examinar y conocer, salvo que sean o hubieren sido declaradas reservadas conforme a la ley. Estas personas que acrediten un interés legítimo y directo podrán pedir, a su costa, la obtención de copias simples de escritos y documentos que consten en los autos, no declarados reservados.

			2) Asimismo, a petición de las personas que acrediten un interés legítimo y directo, y a su costa, expedirá el Letrado de la Administración de Justicia los testimonios y certificaciones que soliciten, con expresión de su destinatario.

			3) Sin embargo, los órganos judiciales, por medio de auto, podrán atribuir carácter reservado a la totalidad o a parte de los autos cuando tal medida resulte justificada en atención a la concurrencia de alguna de las siguientes circunstancias:

			a) Cuando ello sea necesario para la protección del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática.

			b) Cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes y de otros derechos y libertades lo exijan.

			c) En la medida en la que el órgano judicial lo considere estrictamente necesario, cuando por la concurrencia de circunstancias especiales la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia.

			4) Las actuaciones de carácter reservado solo podrán ser conocidas por las partes y por sus representantes y defensores, sin perjuicio de lo previsto respecto de hechos y datos con relevancia penal, tributaria o de otra índole.

			5) Las personas que acrediten un interés legítimo podrán acceder a los libros, archivos y registros judiciales que no tengan carácter reservado y obtener, a su costa, testimonio o certificación de los extremos que indiquen.

			6) En las copias simples, testimonios y certificaciones que expidan los Letrados de la Administración de Justicia, cualquiera que sea el soporte que se utilice para ello, cuando sea necesario para proteger el superior interés de los menores y para preservar su intimidad, deberán omitirse los datos personales, imágenes, nombres y apellidos, domicilio, o cualquier otro dato o circunstancia que directa o indirectamente pudiera permitir su identificación.

			
11. PRINCIPIO DE IMPULSO DE OFICIO


			— Puesto que los procesos civiles se desarrollan a través de sucesivas fases, incumbe al órgano judicial, y, concretamente, al Letrado de la Administración de Justicia, cuidar de que el proceso vaya avanzando de una fase a otra, de un trámite a otro, sin necesidad de que las partes lo soliciten.

			
IV. GARANTÍAS CONSTITUCIONALES Y PROCESO CIVIL

			— Las garantías constitucionales que han de ser observadas en la tramitación de los procesos en general aparecen recogidas en el artículo 24 CE. Algunas de ellas solo son aplicables al proceso penal y otras extienden su aplicación a todo tipo de procesos, como es el caso del proceso civil.

			— El artículo 24 CE establece que: «1. Todas las personas tienen el derecho a obtener la tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 2. Asimismo todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de Letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpable y a la presunción de inocencia».

			— Todos estos derechos y, por consiguiente, todas estas garantías, se encuentran, también, recogidas en el artículo 6 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (y los Protocolos adicionales, de 6 de mayo de 1963 y 20 de enero de 1966), en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 19 de diciembre de 1966 y en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de 30 de marzo de 2010.

			— De todas estas garantías constitucionales del proceso, destacaremos, a continuación, las que han de observarse y son aplicables al ámbito de los procesos civiles, dejando de un lado aquellas otras cuya observancia es más propia de los procesos penales (como es el caso del derecho de todos los ciudadanos a ser informados de la acusación que se formule contra ellos, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpable y a la presunción de inocencia).

			
1. DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA


			1.1. Contenido

			— El derecho a la tutela judicial efectiva, como ya se ha señalado, se encuentra garantizado en el artículo 24.1 CE.

			— El derecho a la tutela judicial efectiva se manifiesta, en primer lugar, en el denominado por el Tribunal Constitucional derecho de acceso a la jurisdicción que aparece formulado, entre otras, en la STC 182/2002, de 14 de octubre, en cuyo FJ 3.º se señala que «este Tribunal ha declarado reiteradamente, desde nuestra temprana STC 19/1981, de 8 de junio, que el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el artículo 24.1 CE comprende primordialmente el derecho de acceso a la jurisdicción, es decir, el derecho a provocar la actividad jurisdiccional que desemboque en una decisión judicial (entre otras, SSTC 115/1984, de 3 de diciembre, FJ 1.º; 211/1996, de 17 de diciembre, FJ 2.º; 36/1997, de 25 de febrero, FJ 3.º; 132/1997, de 15 de julio, FJ 2.º), por lo que se erige en elemento esencial de su contenido el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportunamente deducidas por las partes. No obstante, este derecho resulta satisfecho también con la obtención de una resolución de inadmisión, que impide entrar en el fondo de la cuestión planteada, si esta decisión se funda en la existencia de una causa legal que así lo justifique aplicada razonablemente por el órgano judicial (SSTC 154/1992, de 19 de octubre, FJ 2.º;18/1994, de 20 de enero, FJ 6.º; 39/1999, de 22 de marzo, FJ 3.º; 63/1999, de 26 de abril, FJ 2.º;115/1999, de 14 de junio, FJ 2.º; 198/2000, de 24 de julio, FJ 2.º; 116/2001, de 21 de mayo, FJ 4.º; entre otras muchas), pues al ser el derecho a la tutela judicial efectiva un derecho de configuración legal, su ejercicio y prestación están supeditados a la concurrencia de los presupuestos y requisitos que, en cada caso, haya establecido el legislador, que no puede, sin embargo, fijar obstáculos o trabas arbitrarios o caprichosos que impidan la tutela judicial garantizada constitucionalmente (SSTC 185/1987, de 18 de noviembre, FJ 2.º; 108/2000, de 5 de mayo, FJ 3.º; 201/2001, de 15 de octubre, FJ 2.º)».

			— La STC 182/2002, de 14 de octubre, continúa señalando que «dentro del ámbito del acceso a la justicia cobra especial importancia la previsión constitucional de gratuidad contenida en el artículo 119 CE, al establecer que “la justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar”. Este Tribunal ha afirmado que el precepto constitucional consagra un derecho de carácter instrumental respecto del derecho de acceso a la jurisdicción reconocido en el artículo 24.1 CE (STC 117/1998, de 2 de junio, FJ 3.º), que constituye una garantía no solo de los intereses de los particulares, sino también de los intereses generales de la justicia, ya que, como dijimos en la STC 16/1994, de 20 de enero, FJ 3.º, “tiende a asegurar los principios de contradicción e igualdad procesal entre las partes y a facilitar así al órgano judicial la búsqueda de una Sentencia ajustada a Derecho, aunque sin duda su finalidad inmediata radica en permitir el acceso a la justicia, para interponer pretensiones u oponerse a ellas, a quienes no tienen medios económicos suficientes para ello y, más ampliamente, trata de asegurar que ninguna ‘persona quede procesalmente indefensa por carecer de recursos para litigar’” (STC 138/1988)».

			— Por otro lado, es frecuente que, junto con la alegación de infracción de los derechos previstos en el artículo 24.2 CE se alegue la infracción del derecho a la tutela judicial efectiva.

			— No obstante del propio Tribunal Constitucional emana como doctrina constante, que aun siendo posible y frecuente la alegación simultánea de estos derechos, el derecho a la tutela judicial efectiva posee sustantividad propia e independiente.

			En este sentido la STC 89/1985, de 19 de julio en su FJ 1.º (y otras muchas posteriores) señala que «si hubiera de entenderse […] que el derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho, por así decir, genérico, que se descompone en el conjunto de derechos específicos enumerados en el apartado 2.º del artículo 24 y que carece, por tanto, de contenido propio, distinto del que resulta de la adición de esos otros derechos específicos, el enunciado constitucional sería redundante, como redundante sería también, aunque no inexacta, la fundamentación de la pretensión de amparo en una doble vulneración de los derechos que la Constitución garantiza. No es ello, sin embargo, así pues ya en nuestra Sentencia 26/1983, FJ 2.º declaramos que «el derecho a la tutela judicial efectiva tiene un contenido complejo que incluye, entre otros, la libertad de acceso a los Jueces y Tribunales, el derecho a obtener un fallo de éstos y […] también el derecho a que el fallo se cumpla...», agregando que no es este derecho «un concepto genérico dentro del cual se hayan de entender insertos derechos que son objeto de otros preceptos constitucionales distintos, como es por ejemplo el derecho a un proceso público y sin dilaciones indebidas». Esta sustantividad propia del derecho que se enuncia en el apartado 1.º del artículo 24 CE hace ciertamente posible que un acto del poder, y en particular de los órganos judiciales, que viole alguno de los derechos declarados en el apartado 2.º del mismo artículo lesione también aquel, pero, aunque en el plano de lo fáctico pueda apreciarse entre ambas vulneraciones una relación de causa a efecto, es indispensable que ambas se hayan producido efectivamente sin que, en el plano jurídico, sea admisible partir de una implicación recíproca de ambas, de manera que se afirme la existencia de la una porque se da también la de la otra».

			1.2. Los sujetos titulares del derecho a la tutela judicial efectiva

			— El artículo 24.1 CE atribuye la titularidad del derecho a la tutela judicial efectiva a «todas las personas». El término personas, según reiterada doctrina del Tribunal Constitucional, ha de entenderse compresivo tanto de las personas físicas como de las jurídicas (ya sean públicas o privadas), y tanto de los nacionales como de los extranjeros.

			— Al respecto, entre otras, la STC de 7 de noviembre de 2007, señala que «el derecho a la tutela judicial consagrado en el artículo 24 de la Constitución Española, tal como ha declarado este Tribunal, constituye uno de los derechos fundamentales “que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano” o, dicho de otro modo, es uno de “aquellos que son imprescindibles para la garantía de la dignidad humana que conforme al artículo 10.1 de nuestra Constitución constituye fundamento del orden político español” (Sentencia del Tribunal Constitucional 107/1984, FJ 3.º), conclusión que se obtiene “no solo por la dicción literal del citado artículo (—todas las personas...—), sino porque a esa misma conclusión se llega interpretándolo, según exige el artículo 10.2 de la Constitución Española, de conformidad con el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, con el artículo 6.1 del Convenio de Roma, de 4 de noviembre de 1950 y con el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York, de 19 de diciembre de 1966, textos en todos los cuales el derecho equivalente al que nuestra Constitución denomina tutela judicial efectiva es reconocido a —toda persona— o a —todas las personas—, sin atención a su nacionalidad”» (Sentencias del Tribunal Constitucional 99/1985, FJ 2.º; 95/2003)».

			1.3. Los derechos que comprende el derecho a la tutela judicial efectiva

			— Los derechos que comprende el derecho a la tutela judicial efectiva, según reiterada doctrina del TC, son los siguientes:

			1.3.1. Derecho de acceso a la jurisdicción

			— A él se ha hecho referencia en el epígrafe anterior dedicado al contenido del derecho a la tutela judicial efectiva.

			1.3.2. Derecho al juez ordinario predeterminado por la ley

			— Se denomina, también, derecho al juez legal o derecho al juez natural. El juez ordinario predeterminado por la ley es aquel al que corresponde el conocimiento de un asunto concreto por aplicación de las normas de jurisdicción y competencia. Esas normas tienen que ser anteriores en el tiempo al asunto que va a ser objeto de decisión. De ahí que la CE prohíba expresamente los Tribunales de excepción en su artículo 117.

			— Además el juez ordinario ha de ser imparcial y no tener interés alguno en el asunto. Para preservar su imparcialidad, la LOPJ prevé normas de abstención y recusación que obligan al juez a apartarse del conocimiento de un asunto (abstención) o, de no hacerlo voluntariamente, permiten a las partes solicitar que el juez se aparte del conocimiento del asunto (recusación), siempre por razón del interés que este pueda tener en el mismo y por las causas tasadas que contempla la LOPJ.

			1.3.3. Derecho a la defensa y representación por abogado y procurador

			— La actuación ante los órganos judiciales para reclamar la tutela judicial efectiva requiere conocimientos jurídicos que solo poseen los técnicos en derecho, es decir, los letrados o abogados (defensa técnica) y los procuradores (que representan a la parte). Si se niega o dificulta esta defensa y representación técnicas, se produciría una situación de indefensión y quedaría vulnerado el derecho de defensa del artículo 24 CE.

			— Como en algunos procesos civiles es preceptiva la intervención de abogado y procurador, para quienes carezcan de recursos económicos para litigar y, con el fin de preservar su derecho de defensa, se prevé en nuestro ordenamiento procesal el derecho de asistencia jurídica gratuita, siempre que se acredite esa carencia de recursos económicos.

			1.3.4. Derecho a un proceso sin dilaciones indebidas

			— Este derecho se encuentra recogido también en el artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

			— Significa que todo litigante tiene derecho a que su causa sea oída dentro de un plazo razonable.

			— Dos requisitos han de concurrir para que se entienda vulnerado este derecho:

			1) Habrá de existir una dilación: se entiende por dilación el incumplimiento de los plazos y términos establecidos en las leyes procesales para la realización de los actos procesales.

			2) Esa dilación habrá de ser indebida. Lo que significa que:

			a) No se produce infracción de este derecho si la complejidad del asunto requiere un tratamiento dilatado en el tiempo.

			b) No se produce una infracción de este derecho cuando el retraso o dilación es debida a una actuación dolosa de las partes en el proceso.

			c) Se produce una infracción de este derecho cuando hay una inactividad dolosa o negligente del órgano judicial.

			— Como señala, entre otras, la STC 35/1994, de 31 de enero, «el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, cuya finalidad específica radica en la garantía de que el proceso judicial, incluida la ejecución de las resoluciones, se ajuste en su desarrollo a adecuadas pautas temporales, posee una doble faceta: de un lado, una faceta prestacional (STC 81/1989), consistente en el derecho a que los Jueces y Tribunales resuelvan y hagan ejecutar lo resuelto en un “plazo razonable”; como se dijo en la STC 223/1988, “supone que los Jueces y Tribunales deben cumplir su función jurisdiccional de garantizar la libertad, la justicia y la seguridad con la rapidez que permita la duración normal de los procesos, evitando dilaciones indebidas que quebranten la efectividad de la tutela”. Otra faceta es la reaccional, que actúa también en el marco estricto del proceso y consiste en el derecho a que se ordene la inmediata conclusión de los procesos en los que se incurra en dilaciones indebidas».

			— No obstante, para la STC 180/1996, de 12 de noviembre (FJ 4.º), «la determinación, sin embargo, de cuándo una dilación procesal es indebida en el sentido del artículo 24.2 CE, es una tarea que reviste una cierta complejidad, toda vez que, como se ha entendido, no toda infracción de los plazos procesales constituye un supuesto de vulneración de este derecho fundamental, sino que, y sin que ello suponga desconocer su importancia para el adecuado funcionamiento de la Administración de Justicia, el de dilaciones indebidas es un concepto indeterminado o abierto que ha de ser dotado de contenido concreto en cada caso, mediante la aplicación a sus circunstancias específicas de los factores objetivos y subjetivos que sean congruentes con su enunciado genérico.

			Por otra parte, este derecho puede resultar vulnerado tanto cuando el tiempo invertido en resolver definitivamente un litigio supera lo razonable, como cuando exista una paralización del procedimiento, que por su excesiva duración esté igualmente injustificada y suponga ya, por sí, una alteración del curso del proceso, como se ha estimado en reiteradas ocasiones por este Tribunal (SSTC 133/1988, 7/1995 y 144/1995).

			Finalmente debe recordarse que, de la aplicación de los anteriores criterios, no es admisible llegar a una interpretación restrictiva del derecho fundamental en cuestión, siendo exigible en todo caso que “los Jueces y Tribunales deban cumplir su función jurisdiccional de garantizar la libertad, la justicia y la seguridad, con la rapidez que permita la duración normal de los procesos, evitando dilaciones indebidas que quebranten la efectividad de su tutela” (STC 223/1988, FJ 7.º). Ello debe predicarse aun cuando la dilación se deba a carencias estructurales de la organización judicial, pues no es posible restringir el alcance y contenido de este derecho, dado el lugar que la recta y eficaz Administración de Justicia ocupa en una sociedad democrática, con base en distinciones sobre el origen de la dilación que el propio precepto constitucional no establece, sino que, por el contrario, es exigible que los Jueces y Tribunales cumplan su función jurisdiccional, garantizando la libertad, la justicia y la seguridad, con la rapidez que permita la duración normal de los procesos, lo que lleva implícita la dotación a los órganos judiciales de los necesarios medios personales y materiales (SSTC 36/1984, 223/1988, 50/1989, 81/1989 y 35/1994)».

			1.3.5. Derecho a utilizar los recursos previstos en las leyes procesales

			— En cuanto al contenido de este derecho, al respecto cabe mencionar, entre otras, la STC 51/2007, de 12 de marzo, en cuyo FJ 4.º se señala que «por lo que se refiere a la […] lesión del derecho de acceso a los recursos […], conviene recordar (por todas, FJ 2.º de la STC 225/2003, de 15 de diciembre, y FJ 5.º de la STC 256/2006, de 11 de septiembre) que este Tribunal ha venido manteniendo, en especial desde la STC 37/1995, de 7 de febrero, que así como el acceso a la jurisdicción es un componente esencial del contenido del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva proclamado en el artículo 24.1 CE, el sistema de recursos frente a las diferentes resoluciones judiciales se incorpora a este derecho fundamental en la concreta configuración que reciba de cada una de las leyes de enjuiciamiento reguladoras de los diferentes órdenes jurisdiccionales (por todas, SSTC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5.º; 121/1999, de 28 de junio, FJ 4.º; 43/2000, de 14 de febrero, FJ 3.º; 74/2003, de 23 de abril, FJ 3.º), salvo en lo relativo a las sentencias penales condenatorias.

			Como consecuencia de lo anterior, el principio hermenéutico pro actione opera en la fase inicial del proceso, para acceder al sistema judicial, y no en las sucesivas, conseguida que fue una primera respuesta judicial a la pretensión, que «es la sustancia medular de la tutela y su contenido esencial, sin importar que sea única o múltiple, según regulen las normas procesales el sistema de recursos» (STC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5.º). Siendo ello así porque el derecho al recurso no nace directamente de la Constitución, sino de lo que hayan dispuesto las leyes procesales, y se incorpora al derecho fundamental en su configuración legal (reiterando la doctrina anterior, la STC 119/1998, de 4 de junio, FJ 1.º, dictada por el Pleno del Tribunal).

			1.3.6. Derecho a la invariabilidad de las resoluciones judiciales firmes

			— Cuando las resoluciones judiciales devienen firmes (bien por haberse agotado los recursos o transcurrido el plazo para interponerlos, bien porque contra ellas no quepa interponer recurso alguno), el derecho a la tutela judicial efectiva exige que las resoluciones judiciales firmes no puedan ser modificadas.

			— El derecho a la invariabilidad de las resoluciones firmes es, por consiguiente, parte integrante del derecho a la tutela judicial efectiva y aparece garantizado no solo en el artículo 24.1 CE, sino también en los artículos 267 LOPJ y 214 LEC.

			
2. EL DERECHO A UN PROCESO PÚBLICO


			— Las actuaciones judiciales serán públicas, salvo en casos excepcionales en que se puede decretar el secreto de las actuaciones, total o parcialmente.

			— Al contenido de este derecho hemos hecho cumplida referencia con anterioridad al tratar el principio de publicidad, por lo que a lo ya dicho nos remitimos.

			
3. DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTÍAS


			— En él pueden ser subsumidos todos aquellos principios que no aparecen expresamente garantizados en el artículo 24 CE, como, por ejemplo, el principio de igualdad o el principio dispositivo.

			
4. DERECHO A UTILIZAR LOS MEDIOS DE PRUEBA PERTINENTES PARA LA DEFENSA


			— Significa que las partes, en defensa de sus pretensiones, tienen derecho a hacer uso de todos aquellos medios de prueba que guarden estrecha relación con el objeto del proceso, con la cuestión a decidir (medios pertinentes), que sirvan para apoyar esas pretensiones (medios útiles) y que se hayan obtenido con pleno respeto a los derechos y libertades fundamentales (medios lícitos).

			
V. LAS LEYES PROCESALES CIVILES BÁSICAS

			— Por último, para finalizar este tema es necesario aludir a las leyes procesales básicas en el ámbito del Derecho Procesal Civil que son, entre otras, las siguientes:

			— Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ).

			— Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial (LDPJ).

			— Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita (LAJG).

			— Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC).

			— Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (LC).

			— Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (LPIVG).

			— Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales.

			— Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria (LJV).

			— Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil (LCJI).

			— Real Decreto 141/2021, de 9 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de asistencia jurídica gratuita.

			— Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía Española.

			— Ley 1/2021, de 24 de marzo, de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género.

			— Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal.

			— Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.

			— Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio, de aplicación del Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, por el que se establece una cooperación reforzada para la creación de la Fiscalía Europea.

			— Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica.

			— Ley Orgánica 6/2021, de 28 de abril, complementaria de la Ley 6/2021, de 28 de abril, por la que se modifica la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

		

	
		
			TEMA 2

			
LA JURISDICCIÓN DE LOS ÓRGANOS JUDICIALES DEL ORDEN CIVIL

			
I. LA JURISDICCIÓN: ASPECTOS GENERALES

			— Antes de hacer referencia a los órganos judiciales que ostentan jurisdicción en el orden civil, hemos estimado conveniente hacer un repaso, siquiera somero, de algunos aspectos generales de la potestad jurisdiccional.

			— En este sentido cabe señalar que el presupuesto de la jurisdicción es el conflicto que, en atención a su naturaleza, puede ser un conflicto intersubjetivo o un conflicto social:

			a) Conflictos intersubjetivos: tienen su origen en la vulneración de un derecho subjetivo que pertenece al ámbito del derecho privado y posee naturaleza disponible (p. ej., el derecho de propiedad).

			b) Conflictos sociales: tienen su origen en la vulneración de algún bien o interés jurídico que la sociedad considera digno de protección, que se rige por normas de derecho público y que posee naturaleza indisponible (p. ej., los delitos).

			— La función jurisdiccional nace para resolver esos conflictos. Se atribuye a unos órganos concretos: los Juzgados y Tribunales. Y se crea un instrumento para resolver los conflictos: el proceso.

			— La jurisdicción es una potestad conferida con carácter exclusivo a los Juzgados y Tribunales para resolver los conflictos a través del proceso, mediante la aplicación del ordenamiento jurídico, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, de ahí su denominación de potestad jurisdiccional.

			— La atribución a los Juzgados y Tribunales del ejercicio de la potestad jurisdiccional aparece expresamente prevista en los artículos 117.3 CE y 2.1 LOPJ:

			a) Dispone el artículo 117.3 CE que «el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las Leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan».

			b) Dispone el artículo 2.1 LOPJ que «el ejercicio de la potestad jurisdiccional juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados en las Leyes y en los tratados internacionales».

			— La jurisdicción es una potestad, es decir, es la facultad que poseen los Juzgados y Tribunales de resolver los conflictos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. Es una potestad de ejercicio obligatorio, y, así lo establece el artículo 1.7 CC al disponer que «los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido».

			— La jurisdicción es una potestad exclusiva de los Juzgados y Tribunales, ya que ningún otro órgano del Estado integrado en el Poder Legislativo o en el Ejecutivo puede ejercer la función jurisdiccional.

			— En la organización judicial española, cabe distinguir entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción especial.

			— Dentro de la jurisdicción ordinaria cabe distinguir cuatro órdenes jurisdiccionales a los que expresamente se refiere el artículo 9 LOPJ.

			— La existencia de estos cuatro órdenes jurisdiccionales obedece a la agrupación de los órganos judiciales de la jurisdicción ordinaria en atención a la clase de conflictos que resuelven: civil, penal, contencioso-administrativo y social o laboral.

			— En lo que respecta, en concreto, al orden jurisdiccional civil, los Juzgados y Tribunales que lo integran conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional (art. 9.2 LOPJ).

			— En concreto, se podrá pretender de los Juzgados y Tribunales del orden civil la condena a determinada prestación, la declaración de la existencia de derechos y de situaciones jurídicas, la constitución, modificación o extinción de estas últimas, la ejecución, la adopción de medidas cautelares y cualquier otra clase de tutela que esté expresamente prevista por las leyes civiles y mercantiles (art. 5.1 LEC).

			— Además de los cuatro órdenes jurisdiccionales a los que se ha hecho referencia anteriormente, existe en España la jurisdicción militar que, conforme a lo dispuesto en el artículo 117.5 CE, constituye una excepción al principio de unidad jurisdiccional.

			— Cabe señalar que, en el orden civil, corresponderá a la jurisdicción militar la prevención de los juicios de testamentaría y de abintestato de los miembros de las Fuerzas Armadas que, en tiempo de guerra, fallecieren en campaña o navegación, limitándose a la práctica de la asistencia imprescindible para disponer el sepelio del difunto y la formación del inventario y aseguramiento provisorio de sus bienes, dando siempre cuenta a la Autoridad judicial civil competente (art. 9.2 LOPJ).

			
II. LA JURISDICCIÓN CIVIL: LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA Y LA JURISDICCIÓN VOLUNTARIA

			— En el ámbito de la jurisdicción civil, cabe distinguir entre la jurisdicción contenciosa y la jurisdicción voluntaria.

			— Se entiende por jurisdicción contenciosa aquella que comprende los procesos en los que existe contienda entre partes conocidas y determinadas, esto es, entre demandante y demandado.

			Los procesos incluidos en el ámbito de la jurisdicción contenciosa se encuentran regulados en la LEC en cuyo artículo 5 se establece, por un lado, que «se podrá pretender de los tribunales la condena a determinada prestación, la declaración de la existencia de derechos y de situaciones jurídicas, la constitución, modificación o extinción de estas últimas, la ejecución, la adopción de medidas cautelares y cualquier otra clase de tutela que esté expresamente prevista por la Ley», y, por otro que «las pretensiones […] se formularán ante el tribunal que sea competente y frente a los sujetos a quienes haya de afectar la decisión pretendida».

			— Se entiende por jurisdicción voluntaria aquella que comprende los denominados expedientes de jurisdicción voluntaria caracterizados por no existir contienda entre partes.

			Los expedientes de jurisdicción voluntaria se encuentran regulados en la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria (LJV) en cuyo artículo 1 se establece que «se consideran expedientes de jurisdicción voluntaria a los efectos de esta Ley todos aquellos que requieran la intervención de un órgano jurisdiccional para la tutela de derechos e intereses en materia de Derecho civil y mercantil, sin que exista controversia que deba sustanciarse en un proceso contencioso».

			El artículo 2 LJV precisa, por su parte, que «1. Los Juzgados de Primera Instancia o de lo Mercantil, según el caso, tendrán competencia objetiva para conocer y resolver los expedientes de jurisdicción voluntaria. 2. En los expedientes de jurisdicción voluntaria la competencia territorial vendrá fijada por el precepto correspondiente en cada caso, sin que quepa modificarla por sumisión expresa o tácita. 3. El impulso y la dirección de los expedientes corresponderá a los Secretarios judiciales (Letrados de la Administración de Justicia), atribuyéndose al Juez o al Secretario Judicial, según el caso, la decisión de fondo que recaiga sobre aquellos y las demás resoluciones que expresamente se indiquen por esta Ley. Cuando no venga atribuida la competencia expresamente a ninguno de ellos, el Juez decidirá los expedientes que afecten al interés público, al estado civil de las personas, los que precisen la tutela de normas sustantivas o puedan deparar actos de disposición, reconocimiento, creación o extinción de derechos subjetivos, así como cuando afecten a los derechos de menores o personas con capacidad modificada judicialmente. El resto de expedientes serán resueltos por el Secretario Judicial [Letrado de la Administración de Justicia]».

			
III. LAS ATRIBUCIONES DE LOS ÓRGANOS JUDICIALES DEL ORDEN CIVIL

			
1. TRIBUNAL SUPREMO (SALA PRIMERA O SALA DE LO CIVIL)

			— Conforme a lo dispuesto en los artículos 56 y 55 bis LOPJ:

			A) En primera y única instancia conocerá de:

			1) Las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, Miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidentes de la Audiencia Nacional y de cualesquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado, Defensor del Pueblo y Presidente y Consejeros de Comunidades Autónomas, cuando así lo determinen sus Estatuto de Autonomía.

			2) Las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de los Tribunales Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos.

			3) El enjuiciamiento de las acciones civiles dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte.

			B) En materia de recursos conocerá de los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la Ley (entendiéndose por tal, la LEC que prevé como recurso extraordinario en materia civil, además del recurso de casación, el recurso extraordinario por infracción procesal).

			
2. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA (SALA DE LO CIVIL Y PENAL, CUANDO ACTÚA COMO SALA DE LO CIVIL)

			 Conforme a lo dispuesto en el artículo 73.1 LOPJ:

			A) En primera y única instancia:

			1) Las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de sus respectivos cargos, dirigidas contra el Presidente y miembros del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma y contra los miembros de la Asamblea legislativa, cuando tal atribución no corresponda, según los Estatutos de Autonomía, al Tribunal Supremo.

			2) Las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de su cargo, contra todos o la mayor parte de los magistrados de una Audiencia Provincial o de cualesquiera de sus Secciones.

			B) En materia de recursos:

			1) Recurso de casación que establezca la Ley contra resoluciones de órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma, siempre que el recurso se funde en infracción de normas del Derecho Civil, Foral o Especial, propio de la comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución.

			2) Recurso extraordinario de revisión que establezca la Ley contra sentencias dictadas por órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma, en materia de Derecho Civil, Foral o Especial, propio de la Comunidad Autónoma, si el correspondiente Estatuto de Autonomía ha previsto esta atribución.

			C) Por último, de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma que no tenga otro superior común.

			
3. AUDIENCIAS PROVINCIALES


			 Conforme a lo dispuesto en el artículo 82.2 y 3 LOPJ, conocerán en el orden civil de:

			A) En materia de recursos:

			1) Recursos que establezca la Ley contra resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de Primera Instancia de la provincia. Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Primera Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón de la cuantía, la Audiencia Provincial se constituirá con un solo Magistrado, mediante un turno de reparto.

			2) Recursos que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de lo Mercantil, salvo las que se dicten en incidentes concursales que resuelvan cuestiones de materia laboral, debiendo especializarse a tal fin una o varias de sus Secciones, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 LOPJ.

			Estas Secciones especializadas de las Audiencias Provinciales conocerán también de los recursos que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Primera Instancia en los procedimientos relativos a concursos de personas físicas y a acciones individuales relativas a condiciones generales de la contratación.

			La Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el artículo 101 del Reglamento número 40/94 del Consejo de la Unión Europea, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca comunitaria, y el Reglamento 6/2002 del Consejo de la Unión Europea, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extienden su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca Comunitaria.

			3) Recursos que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, podrán especializarse una o varias de sus Secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 LOPJ.

			B) Cuestiones de competencia en materia civil que se susciten entre Juzgados de la provincia que no tengan otro superior común.

			C) Recusaciones de sus Magistrados, cuando la competencia no este atribuida a la Sala especial de los Tribunales Superiores de Justicia.

			
4. JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA


			— Conforme a lo dispuesto en el artículo 88 LOPJ conocerán:

			A) En primera instancia:

			1) De los juicios que no vengan atribuidos por esta Ley a otros Juzgados o Tribunales.

			2) De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes, concretamente la LJV.

			3) De los concursos de persona natural que no sea empresario en los términos previstos en el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley Concursal (TRLC).

			B) En materia de recursos, de los recursos que establezca la LEC contra las resoluciones de los Juzgados de Paz del partido judicial.

			C) Cuestiones de competencia en materia civil entre los Juzgados de Paz del partido judicial.

			D) Solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no ser que, de acuerdo con lo acordado en los Tratados y otras normas internacionales, corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal.

			
5. JUZGADOS DE LO MERCANTIL


			— Conforme a lo dispuesto en el artículo 86 ter LOPJ, los Juzgados de lo Mercantil conocerán de:

			A) Cuantas cuestiones se susciten en materia concursal, en los términos previstos en la LC, salvo de los concursos de persona natural que no sea empresario, porque en este caso conocerán los Juzgados de Primera Instancia.

			B) De forma exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

			1) Acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra el patrimonio del concursado, con excepción de las que se ejerciten en los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores a las que se refiere el Título I del Libro IV de la LEC.

			2) Con el mismo alcance conocerá de la acción a que se refiere el artículo 18.1 TRLC, es decir, de la petición de adopción de medidas cautelares anteriores a la declaración del concurso, necesarias para asegurar la integridad del patrimonio del deudor.

			3) Acciones sociales que tengan por objeto la extinción, modificación o suspensión colectivas de los contratos de trabajo en los que sea empleador el concursado, así como la suspensión o extinción de contratos de alta dirección, sin perjuicio de que cuando estas medidas supongan modificar las condiciones establecidas en convenio colectivo aplicable a estos contratos se requerirá el acuerdo de los representantes de los trabajadores. En el enjuiciamiento de estas materias, y sin perjuicio de la aplicación de las normas específicas del TRLC, deberán tenerse en cuenta los principios inspiradores de la ordenación normativa estatutaria y del proceso laboral.

			4) Toda ejecución frente a los bienes y derechos de contenido patrimonial del concursado, cualquiera que sea el órgano que la hubiera ordenado.

			5) Toda medida cautelar que afecte al patrimonio del concursado, excepto las que se adopten en los procesos civiles que quedan excluidos de su jurisdicción y sin perjuicio de las medidas cautelares que puedan decretar los árbitros durante un procedimiento arbitral.

			6) Las que en el procedimiento concursal debe adoptar en relación con la asistencia jurídica gratuita.

			7) Las acciones tendentes a exigir responsabilidad civil a los administradores sociales, a los auditores o, en su caso, a los liquidadores, por los perjuicios causados al concursado durante el procedimiento.

			C) Cuantas cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil, respecto de:

			1) Las demandas en las que se ejerciten acciones relativas a competencia desleal, propiedad industrial, propiedad intelectual y publicidad, así como todas aquellas cuestiones que dentro de este orden jurisdiccional se promuevan al amparo de la normativa reguladora de las sociedades mercantiles y cooperativas.

			2) Las pretensiones que se promuevan al amparo de la normativa en materia de transportes, nacional o internacional.

			3) Aquellas pretensiones relativas a la aplicación del Derecho marítimo.

			4) Las acciones colectivas previstas en la legislación relativa a condiciones generales de la contratación y a la protección de consumidores y usuarios.

			5) Los recursos contra las resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado en materia de recurso contra la calificación del Registrador Mercantil, con arreglo a lo dispuesto en la Ley Hipotecaria para este procedimiento.

			6) De los procedimientos de aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y su Derecho derivado, así como los procedimientos de aplicación de los artículos que determine la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

			D) Reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras, cuando estas versen sobre materias de su competencia, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los Tratados y otras normas internacionales, corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal.

			— Conforme a lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de la Ley 1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales (LSE), conocerán, asimismo, de las acciones de defensa de los secretos empresariales previstas en los artículos 8 y 9 de la misma.

			
6. JUZGADOS DE PAZ


			— De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 100.1 LOPJ, conocerán, en el orden civil, de:

			A) La sustanciación en primera instancia, fallo y ejecución de los procesos que la Ley determine (ha de entenderse LEC).

			B) Las demás que la Ley les atribuya (nuevamente ha de entenderse LEC).

			
IV ESPECIAL REFERENCIA A LAS ATRIBUCIONES EN MATERIA CIVIL DE LOS JUZGADOS DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER

			— Aun cuando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer son órganos judiciales ubicados en el orden jurisdiccional penal, sin embargo, la LOPJ les atribuye jurisdicción para conocer de determinadas materias de naturaleza civil (con la concurrencia de ciertas condiciones) inicialmente reservadas al conocimiento de los órganos judiciales del orden civil.

			— Así, conforme a lo dispuesto en el artículo 87 ter.2 LOPJ, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en el orden civil:

			A) Podrán conocer, en todo caso, de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la LEC, de los siguientes asuntos:

			1) Los de filiación, maternidad y paternidad.

			2) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.

			3) Los que versen sobre relaciones paterno-filiales.

			4) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar.

			5) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.

			6) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.

			7) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores.

			B) Tendrán, de forma exclusiva y excluyente, competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:

			1) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en el artículo 87 ter.2 LOPJ, es decir, todas las mencionadas en el apartado A).

			2) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de género, en los términos a que hace referencia el apartado 1.a) del artículo 87 ter LOPJ.

			3) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.

			4) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones penales por delito grave, menos grave o leve a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género.
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